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 Autos y Vistos; Considerando:  

  1°) Que entre la Cámara de Apelaciones en lo Civil de 

la Circunscripción Trelew y el Juzgado Federal n° 1 con asiento 

en la ciudad de Rawson, ambos de la Provincia del Chubut, se 

suscitó un conflicto negativo de competencia, en la causa que 

tiene su origen en la acción de amparo ambiental promovida por 

la Asociación Argentina de Abogados Ambientalistas de la 

Patagonia ante el Juzgado de Ejecución n° 1 de la ciudad de 

Trelew, contra la Provincia del Chubut -Ministerio de Ambiente y 

Control del Desarrollo Sustentable (MAyCDS)- y la Empresa de 

Transporte de Energía Eléctrica por Distribución Troncal de la 

Patagonia Sociedad Anónima (TRANSPA S.A.) por haber iniciado 

actividades de reconstrucción, apertura de caminos y otros 

trabajos en el electroducto de alta tensión Futaleufú-Puerto 

Madryn (LAT 330kV), sin haber tramitado ni obtenido la 

declaración de impacto ambiental de conformidad con la 

legislación vigente. 

  En la demanda, la actora señala que el 22 de julio de 

2020 un fuerte temporal de viento y nieve con epicentro en el 

área de “Sierra Caracol” y “Sierra Rosada” –lugar del 

emplazamiento del establecimiento “La Nueva Alicantina S.A.”-, 

desencadenó la caída de 55 torres de alta tensión que 

transportaban energía, que son operadas por la codemandada 

TRANSPA S.A.  

Buenos Aires, 16 de Febrero de 2023
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  Que luego de pedir autorización a los dueños de los 

predios donde ocurrió el suceso a los fines de utilizar la pista 

de aterrizaje existente y sin dar aviso a los superficiarios, la 

empresa -por medios propios y de terceros contratados al efecto- 

irrumpió en las propiedades privadas objeto de la servidumbre 

administrativa de electroducto, entre ellas en el 

establecimiento ganadero “La Alicantina”, a los fines de 

comenzar las tareas de reparación, en cumplimiento del art. 19 

del contrato de concesión otorgado por el Poder Ejecutivo 

Nacional.  

  Precisa que para “poner en seguridad la línea” 

efectuó tareas de desmonte y apertura de caminos sin 

autorización alguna, incluso en fundos que funcionan bajo la 

modalidad de certificación “orgánico” y con conciencia ambiental 

en la explotación de su actividad con evaluaciones periódicas de 

pastizales y planes de manejo. A raíz de ello, la firma “La 

Nueva Alicantina S.A.” remitió una carta documento a la empresa 

demandada, advirtiéndola sobre la fragilidad ambiental del 

entorno, de la existencia de recursos fósiles y arqueológicos 

dentro de su propiedad y haciéndole saber que las tareas que 

estaba realizando contravenían normas ambientales.  

  Agrega que si bien los trabajos fueron paralizados 

por la autoridad administrativa provincial, la firma TRANSPA 

S.A. no ha acatado la orden dispuesta, continuando con los actos 

preparatorios y medidas tendientes a culminarlos sin la 

correspondiente evaluación de impacto ambiental, que se 
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encuentra regulada por el decreto 185/09, reglamentario del 

Código Ambiental de la Provincia del Chubut, que le fue exigida 

por la autoridad administrativa provincial. 

  Manifiesta que esta situación lesiona, restringe, 

altera y amenaza, con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, los 

derechos constitucionales al medio ambiente sano y equilibrado, 

a la salud, a la vida y a la integridad personal, en violación 

de los arts. 41 y 43 de la Constitución Nacional, la Ley 25.675 

General del Ambiente, la Constitución de la Provincia del 

Chubut, las leyes provinciales XI n° 35 Código Ambiental de 

Chubut y n° 84, y los arts. 1°, 8° y 25 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos.  

  Funda la competencia en las disposiciones de la Ley 

General del Ambiente 25.675, la Constitución de la Provincia del 

Chubut, la ley provincial XI n° 35 (Código Ambiental de Chubut), 

y la ley provincial de amparo V n° 84. 

  Solicita que: i) se ordene a las demandadas acatar 

las órdenes administrativas vigentes, de suspensión de las 

actividades que TRANSPA S.A. o sus contratistas llevan adelante 

–trabajos sobre la línea de alta tensión- cualesquiera que sean: 

de acopio, transporte, mantenimiento, aseguración o reparación y 

restablecimiento, especialmente dentro del establecimiento “La 

Alicantina”; ii) se condene a la empresa, en un plazo 

perentorio, a la realización de las tareas de recomposición y 

remediación de los desmontes realizados e impermeabilización 
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perdida; iii) se ordene a TRANSPA S.A. presentar el estudio de 

impacto ambiental correspondiente ante la autoridad provincial, 

y su evaluación por parte del Ministerio de Ambiente y Control 

del Desarrollo Sustentable de la Provincia del Chubut; y iv) se 

haga lugar a la medida cautelar solicitada, disponiéndose la 

prohibición de innovar al Ministerio de Ambiente y Control del 

Desarrollo Sustentable de la Provincia del Chubut, para que 

mantenga la suspensión de las actividades de la empresa TRANSPA 

S.A. hasta tanto se verifique la aprobación del estudio de 

impacto ambiental; y la prohibición de innovar a TRANSPA S.A. 

para que se abstenga de seguir realizando trabajos en 

contradicción con lo dispuesto por la autoridad administrativa y 

se le impida desarrollar actividades, hasta tanto obtenga la 

aprobación administrativa de la documentación ambiental 

correspondiente.  

  2°) Que al tomar conocimiento del caso a raíz de los 

recursos de apelación deducidos por la Provincia del Chubut, la 

Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Circunscripción Trelew 

decretó la incompetencia de la justicia local y ordenó la 

remisión de las actuaciones al Juzgado Federal con asiento en la 

ciudad de Rawson, con fundamento en que, en el caso, no solo se 

encuentra en juego el derecho a un medio ambiente sano, sino 

también la prestación de un servicio público de energía 

eléctrica que tiene trascendencia e implicancias en otras 

jurisdicciones. 
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  Destacó que el electroducto que se intenta reparar 

tiene implicancias interjurisdiccionales, que la materia está 

regulada en el orden nacional por las leyes 15.366 –Régimen de 

Energía Eléctrica-, 24.065 –normas que rigen la generación, 

transporte, distribución y demás aspectos vinculados con la 

energía eléctrica- y 19.552 –servidumbre administrativa de 

electroducto- y que la energía eléctrica presenta las 

características de un servicio público nacional.  

  Que, además, ha sido la autoridad nacional quien ha 

establecido las premisas que el contratista debe observar para 

la realización de obras de mantenimiento y conservación de los 

tendidos eléctricos que comprende el sistema de transporte de 

energía eléctrica por distribución troncal.  

  3°) Que, por su parte, el juez federal de Rawson –de 

conformidad con lo dictaminado por el fiscal del fuero- rechazó 

la competencia atribuida al considerar apropiadas las 

formulaciones oportunamente vertidas por la jueza del Juzgado de 

Ejecución nº 1 de la ciudad de Trelew, en el sentido que en la 

presente causa la parte actora no cuestiona la concesión, la 

generación, el transporte, distribución u otros aspectos 

vinculados al servicio de energía eléctrica, ni la modificación 

de la traza, la servidumbre a la que está sujeta el predio “La 

Nueva Alicantina S.A.”, ni siquiera algún efecto derivado del 

contrato de concesión, sino que concretamente cuestiona la 

omisión de la presentación del estudio de impacto ambiental y su 
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evaluación por parte del Ministerio de Medio Ambiente y 

Desarrollo Sustentable.   

  Adicionalmente, señaló que el ambiente es 

responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que 

no es otro que quien ejerce la autoridad del entorno natural y 

de la acción de las personas que inciden en ese medio y puso de 

resalto que “son las provincias quienes conservan un amplísimo 

campo de acción en materia de poder de policía ambiental” y, en 

especial de control y fiscalización, de prevención y 

recomposición de la contaminación. Asimismo, expresó que la 

intervención del fuero federal es de excepción.  

  4°) Que, aun cuando no se encuentra debidamente 

trabada la cuestión de competencia, como lo advierte la señora 

Procuradora Fiscal en el acápite II de su dictamen, razones de 

economía y celeridad procesal, tornan aconsejable dirimir el 

conflicto. 

  5°) Que según se desprende de los términos de la 

demanda -a cuya exposición se debe atender de modo principal 

para determinar la competencia (arts. 4° y 5° del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 

306:1056; 308:1239 y 2230)- la presente acción tiene como 

finalidad que la codemandada TRANSPA S.A. cumpla con la 

obligación de realizar la evaluación de impacto ambiental, en 

forma previa a la realización de los trabajos para la 

recomposición de las torres de alta tensión caídas en virtud del 
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temporal acaecido en la época invernal del año 2020, por ante la 

autoridad provincial, que esta última evalúe las obras 

proyectadas y, en su caso, por las labores de desmonte, y 

movimientos de suelo que realizara, sin autorización previa, se 

ordene la recomposición del ambiente dañado. 

  6°) Que, en efecto, el amparo ambiental tiene por 

objeto que el juez adopte medidas de tipo preventivas o 

correctivas en defensa del ambiente, para lo cual la actora 

invoca la Ley General del Ambiente 25.675, el Código Ambiental 

de la Provincia del Chubut, y la ley provincial V n° 84. 

  Que de hecho y de acuerdo a lo expuesto, TRANSPA 

S.A., ha reconocido la obligación de realizar una evaluación de 

impacto ambiental dada la aparente urgencia del caso y la 

premura que tiene en que el Ministerio de Medio Ambiente y 

Desarrollo Sustentable evalúe el mismo, lo que no obsta a la 

discusión en torno a la exigibilidad de un estudio de impacto 

ambiental o la presentación de un informe ambiental del 

proyecto.  

  7°) Que, en tales condiciones, la demanda versa sobre 

el cumplimiento de obligaciones ambientales a cargo de la 

transportista, en particular la de realizar el procedimiento de 

evaluación de impacto ambiental, prevista en la ley nacional 

25.675 –que establece presupuestos mínimos de protección 

ambiental y, como tal, debe ser complementada por las provincias 

(art. 41 de la Constitución Nacional)-, en la ley provincial XI 
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n° 35 (Código Ambiental de Chubut) y en su decreto reglamentario 

185/09, normas cuya validez –en el caso- no ha sido puesta en 

tela de juicio.  

  En este sentido, en el marco de las atribuciones 

conferidas en el art. 41 de la Constitución Nacional, 

corresponde a la Nación la facultad de dictar las normas que 

contengan los presupuestos mínimos de protección del ambiente, y 

a las provincias las necesarias para complementarlas, sin que 

aquellas alteren las jurisdicciones locales. 

  8°) Que por lo expuesto cabe concluir que la materia 

que se debate es propia del derecho local, y no resulta 

ineludible la aplicación e interpretación del marco regulatorio 

eléctrico nacional (leyes nacionales 15.336 y 24.065), de las 

disposiciones de la ley 19.552 de servidumbre administrativa de 

electroducto, ni de los actos y normas de carácter federal que 

rigen la contratación (Fallos: 328:68) o el transporte de 

energía eléctrica.  

 Por ello, habiendo dictaminado la señora Procuradora 

Fiscal, se declara que deberá entender en la presente causa el 

Juzgado de Ejecución n° 1 de la ciudad de Trelew, al que se le 

remitirá. Hágase saber a la Cámara de Apelaciones en lo Civil de 

la Circunscripción Trelew y al Juzgado Federal n° 1 de Rawson. 
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